
39252 Viernes 26 octubre 2001 BOE núm. 257

MINISTERIO DE HACIENDA
19995 REAL DECRETO 1098/2001, de 12 de octu-

bre, por el que se aprueba el Reglamento
general de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas.

1. La disposición derogatoria única de la Ley
13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, respecto a las normas reglamen-
tarias existentes, aparte de una cláusula general dero-
gatoria de todas las que se opongan a su contenido
y derogar expresamente el Reglamento de Contratación
de las Corporaciones Locales, aprobado por Decreto de 9
de enero de 1953, deja subsistentes las citadas normas
reglamentarias sólo en cuanto no se opongan al con-
tenido de la Ley, criterio que se aplica, con cita expresa,
al Reglamento general de Contratación del Estado, apro-
bado por Decreto 3410/1975, de 25 de noviembre,
al Decreto 1005/1974, de 4 de abril, sobre contratos
de asistencia con empresas consultoras o de servicios,
al Real Decreto 1465/1985, de 17 de julio, y al Real
Decreto 2357/1985, de 20 de noviembre, que regulan
los contratos de trabajos específicos y concretos no habi-
tuales, respectivamente, en la Administración del Esta-
do, sus Organismos autónomos y la Seguridad Social
y en la Administración Local. En cuanto al Decre-
to-ley 2/1964, de 4 de febrero, sobre revisión de precios
y sus disposiciones complementarias aplica idéntico cri-
terio de subsistencia, como normas reglamentarias, en
cuanto no se opongan a la Ley.

Resulta así que a la entrada en vigor de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, como nor-
mas reglamentarias o de desarrollo, tuvieron que apli-
carse las promulgadas durante la vigencia de la Ley de
Contratos del Estado, para evitar un vacío normativo a
nivel reglamentario, que impidiera la aplicación de la
Ley.

Para atender a los supuestos en que las remisiones
de la Ley a normas reglamentarias no podían operar
con la aplicación de las de tal carácter vigentes con
anterioridad, por tratarse de aspectos de nueva regu-
lación, a la conveniencia de introducir nuevas normas
reglamentarias en aspectos concretos y para aclarar cier-
tos preceptos de la Ley y determinadas normas regla-
mentarias que podían considerarse vigentes se promulga
el Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo, de desarrollo
parcial de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, que debe considerarse una solución anticipada
y parcial del desarrollo reglamentario de dicha Ley.

La Ley 53/1999, de 28 de diciembre, por la que
se modifica la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, vuelve a incidir en la remisión a normas regla-
mentarias en aspectos concretos no regulados en la
legislación anterior, disposiciones que, junto con las de
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
no modificadas, se incorporan al texto refundido de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas apro-
bado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de
junio.

Todo ello ha determinado la necesidad de promulgar
un Reglamento general de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas que, superando el carácter
parcial del Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo, per-
mita, como se anticipaba en su preámbulo, la derogación
del Reglamento general del año 1975 y de la mayor
parte de las disposiciones reglamentarias vigentes, pre-
cisamente por su incorporación al nuevo Reglamento.

2. En cuanto a su estructura el Reglamento sigue
la misma sistemática y ordenación de materias de la
Ley que desarrolla, si bien no coincide exactamente con
ella, dado que existen preceptos legales que no requieren
desarrollo reglamentario y por haberse abandonado el
anterior sistema del Reglamento de 1975 de reproducir
íntegramente en su texto el de la Ley de Contratos del
Estado, por los problemas de inseguridad que podría
derivar de las dudas sobre el rango normativo de los
respectivos preceptos.

Por otra parte mantiene el criterio del Real Decre-
to 390/1996 de incorporar en sus XII anexos materias
tales como la enumeración de Registros de los distintos
países comunitarios y signatarios del Acuerdo sobre el
Espacio Económico Europeo; determinados aspectos de
la clasificación; modelos de garantías, de anuncios de
licitación y adjudicación de los contratos; comunicación
de datos al Registro Público de Contratos y modelos
en materia de revisión de precios y certificaciones de
obra. Con ello el Reglamento pretende conseguir, al igual
que lo hiciera el Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo,
que estas materias que integran su contenido se incor-
poren a su texto, evitando la dispersión normativa en
que tales aspectos se encontraban con anterioridad.

3. Desde el punto de vista de su contenido la expo-
sición general del mismo debe realizarse teniendo en
cuenta los criterios seguidos en su elaboración.

En primer lugar trata de desarrollar los preceptos de
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
que, tanto en su versión inicial, como en la del texto
refundido, contienen una remisión expresa a normas
reglamentarias, aunque algunas de ellas ya figuran en
el Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo, del que se
incorporan al presente texto. Así sucede con la com-
posición de las Juntas de Contratación y la contribución
a la financiación de los contratos por diversos órganos
interesados; con la acreditación del cumplimiento del
requisito de hallarse al corriente los empresarios de sus
obligaciones fiscales y de Seguridad social; con la apre-
ciación del alcance de la declaración de prohibiciones
de contratar; con la materia de clasificación y, en
particular, con la composición de las Comisiones de Cla-
sificación, clasificación de uniones temporales de empre-
sarios y producción de efectos generales para las cla-
sificaciones otorgadas por Comunidades Autónomas;
con la constitución de garantías tanto provisionales
como definitivas; con los casos en que puede prescin-
dirse de la aplicación de prescripciones técnicas; con
los requisitos de la factura en contratos menores; con
la remisión de datos estadísticos al Registro Público de
Contratos y publicidad de éste; con la determinación
de vocales de las mesas de contratación; con los criterios
objetivos para la apreciación de las bajas temerarias en
subastas y con la valoración de proposiciones presen-
tadas por empresas de un mismo grupo, tanto en subas-
tas como en concursos; con el procedimiento para la
aplicación de causas de resolución; con la posible sim-
plificación de la documentación de los proyectos de obra;
con las obras a tanto alzado; con el régimen y límites
de abonos a cuenta por operaciones preparatorias; con
la ocupación efectiva de obras sin acto formal de recep-
ción; con el contenido de los proyectos en obras eje-
cutadas por la propia Administración; con el procedi-
miento para la adquisición centralizada de bienes, y con
la sustitución de Letrados en mesas de contratación.

En segundo lugar incorpora las normas de las dis-
posiciones reglamentarias anteriores a la vigencia de la
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Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas que, por efecto de su disposición
derogatoria, deben considerarse subsistentes como son
las del Reglamento General de Contratación del Estado
aprobado por Decreto 3410/1975, de 25 de noviembre,
y demás disposiciones que cita la indicada disposición
derogatoria, a las que hay que añadir las del Real Decre-
to 390/1996, de 1 de marzo. La mayor parte del con-
tenido del texto que ahora se promulga está constituida
por incorporación de normas de la indicada procedencia,
es decir, normas reglamentarias anteriores que por no
oponerse a la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas o constituir su desarrollo parcial, se considera
adecuado conserven su vigencia.

En tercer lugar se incorporan a su contenido deter-
minados preceptos de las Directivas comunitarias sobre
contratación pública, dado que, aunque la mayor parte
de ellos se incorporaron al texto de la Ley, existen otros
como, por ejemplo, los relativos a publicidad potestativa
en el «Diario Oficial de las Comunidades Europeas» y
cuantía de los contratos de suministro y servicios que,
por no exigir norma con rango de Ley, se incorporan
ahora al presente Reglamento.

Por último, se incorporan al Reglamento determina-
das cláusulas de los pliegos de cláusulas administrativas
generales (Decreto 3854/1970, de 31 de diciembre,
para contratos de obras. Orden de 8 de marzo de 1972
para contratos de consultoría y de asistencia y Decre-
to 2572/1973, de 5 de octubre, para equipos y sistemas
informáticos) que, por su naturaleza y contenido, se han
considerado más propios de un texto reglamentario que
de los citados pliegos generales de los que formaban
parte, de tal manera que ahora ya no puede eludirse
su cumplimiento utilizando el trámite previsto en la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas para la
introducción en los pliegos particulares de cláusulas con-
trarias a los pliegos generales.

De lo hasta aquí expuesto se deduce que el Regla-
mento que se promulga, con las necesarias salvedades,
cumple más que una función innovadora en materia de
contratación administrativa una función recopiladora de
las anteriores disposiciones con las adaptaciones y
correcciones que el nuevo marco normativo, a nivel legal,
impone. En este sentido el Reglamento se limita a incor-
porar las normas, reglas y criterios que, recogidos en
diversas Órdenes ministeriales y Acuerdos de las Comi-
siones de Clasificación de la Junta Consultiva de Con-
tratación Administrativa venían aplicándose por esta
última, de modo que por esta incorporación, las Comu-
nidades Autónomas en su función de clasificación pue-
dan aplicar las mismas reglas y criterios tal como pre-
ceptivamente exige el artículo 29.3 de la Ley. Por el
contrario, hay materias como la regulación de bajas
temerarias, en las que el carácter innovador del Regla-
mento se produce al admitir expresamente su aprecia-
ción en subastas y concursos y superar los criterios limi-
tados del artículo 109 del Reglamento de 1975, que
no admitía la posibilidad de que, en el supuesto de un
solo licitador, se apreciara temeridad en su proposición.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Hacienda,
de acuerdo con el Consejo de Estado y previa delibe-
ración del Consejo de Ministros en su reunión del día 12
de octubre de 2001,

D I S P O N G O :

Artículo único. Aprobación del Reglamento general de
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

Se aprueba el Reglamento general de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas cuyo texto se
inserta a continuación.

Disposición derogatoria única. Tabla de vigencias y de
disposiciones que se derogan.

1. En las materias reguladas por el Reglamento en
cuanto no resulten modificadas por el mismo conser-
varán su vigencia las siguientes disposiciones:

a) El Decreto 3186/1968, de 26 de diciembre, en
cuanto a las Juntas de Compras que subsistan, al amparo
de la Disposición transitoria séptima de la Ley.

b) El Real Decreto 30/1991, de 18 de enero, sobre
régimen orgánico y funcional de la Junta Consultiva de
Contratación Administrativa excepto sus artículos 4, 8,
9,10, 11 y 12. Los artículos 6 y 7 del mismo conservan
su vigencia sólo en cuanto se refieren a las competencias
de la Comisión Permanente y de las Secciones de la
Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

c) El Real Decreto 533/1992, de 22 de mayo, sobre
atribución de determinadas facultades en los procedi-
mientos de contratación de bienes y servicios informá-
ticos.

d) El Decreto 3392/1973, de 21 de diciembre y
las Órdenes ministeriales de 28 de diciembre de 1970,
de 9 de diciembre de 1975, de 17 de abril de 1984,
de 4 de marzo de 1987, de 14 de mayo de 1996 y
de 30 de julio de 1998, sobre bienes de adquisición
centralizada.

e) El Decreto 3650/1970, de 19 de diciembre, por
el que se aprueba el cuadro de fórmulas tipo generales
de revisión de precios en los contratos de obras del
Estado y Organismos autónomos para el año 1971, así
como el Real Decreto 2167/1981, de 20 de agosto,
por el que se complementa el anterior, y el Decreto
2341/1975, de 22 de agosto, por el que se establecen
las fórmulas polinómicas tipo que habrán de figurar en
los contratos de fabricación de suministros y de bienes
de equipo del Ministerio del Ejército cuando dichos con-
tratos incluyan cláusulas de revisión de precios, hasta
tanto que de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 104 de la Ley se aprueben las fórmulas tipo de revisión
de precios para los contratos de obras y de suministro
de fabricación.

f) El Título III del Reglamento de Servicios de las
Corporaciones Locales, aprobado por Decreto de 17 de
junio de 1955, en cuanto no se oponga a lo establecido
en la Ley y en este Reglamento.

g) El Real Decreto 541/2001, de 18 de mayo, por
el que se establecen determinadas especialidades para
la contratación de servicios de telecomunicación.

h) Las Órdenes de 26 de febrero de 1996 y
de 17 de enero de 2001 sobre atribución de compe-
tencias para la adquisición de bienes y servicios para
el tratamiento de la información.

2. Quedan derogadas las siguientes disposiciones:
a) El Reglamento general de Contratación del Esta-

do aprobado por Decreto 3410/1975, de 25 de no-
viembre.

b) El Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo, de
desarrollo parcial de la Ley 13/1995, de 18 de mayo,
de Contratos de las Administraciones Públicas.

c) El Decreto 1005/1974, de 4 de abril, por el que
se regulan los contratos de asistencia que celebre la
Administración del Estado y sus Organismos autónomos
con empresas consultoras o de servicios.

d) El Real Decreto 1465/1985, de 17 de julio, sobre
contratación para la realización de trabajos específicos
y concretos, no habituales, en la Administración del Esta-
do, sus Organismos autónomos y la Seguridad Social.

e) El Real Decreto 2357/1985, de 20 de noviem-
bre, por el que se regulan los contratos para la realización
de trabajos específicos y concretos, no habituales, de
carácter excepcional, en la Administración Local.
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f) El Real Decreto 1770/1994, de 5 de agosto, en
cuanto atribuye efectos desestimatorios a la falta de reso-
lución en los procedimientos para la clasificación y revi-
sión de clasificaciones.

g) El Real Decreto 609/1982, de 12 de febrero y
la Orden de 24 de noviembre de 1982, relativos a la
clasificación de empresas consultoras y de servicios.

h) El Decreto 461/1971, de 11 de marzo, el Real
Decreto 1881/1984, de 30 de agosto y la Orden
de 5 de diciembre de 1984 sobre revisión de precios
y los preceptos del Decreto-ley 2/1964, de 2 de febrero,
que hayan conservado su vigencia como normas regla-
mentarias al amparo de la disposición derogatoria única
de la Ley 13/1995, de 18 de mayo.

i) Las Órdenes de 28 de marzo de 1968, comple-
tada por la de 16 de noviembre de 1972 y la de 19
de enero de 1993 por las que se dictan normas com-
plementarias para la clasificación de contratistas de
obras del Estado.

3. Quedan así mismo derogadas todas las dispo-
siciones de igual o inferior rango en cuanto se opongan
a este Reglamento y no lo hayan sido por la Ley.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El Reglamento que se aprueba entrará en vigor a
los seis meses de su publicación en el «Boletín Oficial
del Estado».

Dado en Madrid a 12 de octubre de 2001.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de Hacienda,
CRISTÓBAL MONTORO ROMERO

REGLAMENTO GENERAL DE LA LEY DE CONTRATOS
DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

LIBRO I

De los contratos de las Administraciones
Públicas

TÍTULO I

Disposiciones generales
CAPÍTULO I

Ámbito de aplicación

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. El presente Reglamento tiene por objeto el
desarrollo y ejecución del texto refundido de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado
por Real Decreto legislativo 2/2000, de 16 de junio.

2. Los contratos que celebren las Administraciones
públicas con personas naturales o jurídicas se ajustarán
a los preceptos contenidos en la Ley de Contratos de
las Administraciones Públicas, en el presente Reglamen-
to y en sus disposiciones complementarias, sin perjuicio
de lo establecido en la disposición final primera de la
Ley y de este Reglamento.

Artículo 2. Pluralidad de objeto y prestaciones condi-
cionadas.

1. Podrán celebrarse contratos con pluralidad de
objeto, pero cada una de las prestaciones deberá ser
definida con independencia de las demás.

2. No podrán celebrarse contratos en los cuales la
prestación del contratista quede condicionada a reso-
luciones o indicaciones administrativas posteriores a su
celebración, salvo lo establecido en los artículos 125
y 172.1, a), de la Ley para los contratos mixtos de redac-
ción de proyecto y ejecución de obra y para el contrato
de suministro, respectivamente.

Artículo 3. Contratos administrativos especiales y con-
tratos privados.

1. En los contratos administrativos especiales los
pliegos de cláusulas administrativas particulares, además
de lo establecido en el artículo 8.2 de la Ley y en el
apartado 2 del artículo 67 de este Reglamento, con-
tendrán las especificaciones que por la naturaleza y obje-
to del contrato sean necesarias para definir los pactos
y condiciones del mismo.

2. En los contratos privados el órgano de contra-
tación deberá incluir las cláusulas más convenientes al
interés público, las cuales surtirán los efectos que deter-
mine el Derecho civil o mercantil. En todo caso, se harán
constar las especificaciones que, por la naturaleza y obje-
to del contrato, sean necesarias para definir los pactos
y condiciones del mismo, debiendo ser objeto de informe
por el Servicio Jurídico previamente a su aprobación
por el órgano de contratación.

En los contratos que tengan por objeto los servicios
a que hace referencia la categoría 6 del artículo 206
de la Ley el valor del contrato se determinará cuando
se trate de contratos de seguros por el importe de las
primas y cuando se trate de servicios bancarios y otros
servicios financieros por los honorarios o las comisiones
a satisfacer.

CAPÍTULO II

Disposiciones relativas a los órganos de contratación

Artículo 4. Delegación y desconcentración.

1. Sin perjuicio de que la delegación del ejercicio
de las facultades contractuales en órganos centrales o
territoriales disponga otra cosa, la facultad para celebrar
contratos lleva implícita la de aprobación del proyecto,
la de aprobación de los pliegos, la de adjudicación del
contrato, la de formalización del mismo y la de las res-
tantes facultades que la Ley y este Reglamento atribuyen
al órgano de contratación.

En la delegación de competencias no conllevará la
aprobación del gasto salvo que se incluya de forma
expresa.

2. La desconcentración de competencias se enten-
derá que es completa salvo que el correspondiente Real
Decreto establezca limitaciones.

Artículo 5. Composición de las Juntas de Contratación
de los Departamentos ministeriales.

1. Las Juntas de Contratación de los Departamentos
ministeriales dependerán orgánicamente de la Subse-
cretaría y estarán constituidas por un Presidente y tantos
vocales como centros directivos tenga el Ministerio. Los
componentes de las Juntas serán nombrados por el
Ministro a propuesta del Subsecretario y de los titulares
de los centros directivos respectivamente.

2. Además, formarán necesariamente parte de las
Juntas de Contratación, como vocales, un funcionario
de entre quienes tengan atribuido legal o reglamenta-
riamente el asesoramiento jurídico de los órganos de
contratación y un Interventor. Cuando así lo aconseje
el objeto de los contratos a celebrar por la Junta, podrán
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